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Disposición adicional tercera.

Lo dispuesto en el artículo 102.3 no será de aplicación a 
los ámbitos de suelo urbanizable que se desarrollen con-
forme a las previsiones del planeamiento general apro-
bado con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley.

Disposición transitoria primera.

Las modificaciones de instrumentos de planeamiento 
general no adaptados a la Ley que conlleven la reclasifica-
ción de suelo no urbanizable estarán sometidas a evalua-
ción de impacto ambiental, salvo que por su escasa enti-
dad no se considere necesario por el órgano ambiental.

Disposición transitoria segunda.

Los Planes Generales adaptados a la Ley 1/2001, del 
Suelo de la Región de Murcia, podrán adecuarse en su cla-
sificación de suelo a la nueva categoría de no urbanizable 
inadecuado para el desarrollo urbano mediante una única 
modificación, tramitada de conformidad con lo previsto en 
los artículos 135 y 138, siempre que el acuerdo de aproba-
ción provisional se tome antes del plazo de un año desde la 
entrada en vigor de esta Ley.

El planeamiento general en tramitación a la entrada en 
vigor de esta Ley, con independencia de la fase en que se 
encuentre, se adaptará en todas sus determinaciones a lo 
dispuesto en la misma.

Disposición transitoria tercera.

Hasta tanto se produzca la adaptación del planea-
miento general a lo dispuesto en esta Ley, las autorizacio-
nes para usos provisionales y vivienda a que se refieren los 
apartados 1 y 2 del artículo 77 corresponderán a la Admi-
nistración regional.

Disposición final primera.

Se autoriza al Consejo de Gobierno para que, en el 
plazo de un año desde la entrada en vigor de la presente 
Ley, apruebe un texto refundido de la Ley 1/2001, de 24 de 
abril, del Suelo de la Región de Murcia, que incluya, ade-
más de las modificaciones introducidas en esta Ley, las 
contenidas en la Ley 2/2002, de 10 de mayo.

La autorización para refundir se extiende además a la 
regularización, aclaración y armonización de los textos 
legales que se refunden, epigrafiando, en su caso, los títu-
los, capítulos y artículos del texto refundido.

Disposición final segunda.

La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su 
publicación en el Boletín Oficial de la Región de Murcia.

Por tanto, ordeno a todos los ciudadanos a los que sea 
de aplicación esta Ley, que la cumplan y a los Tribunales y 
Autoridades que corresponda que la hagan cumplir.

Murcia, 24 de mayo de 2004.

RAMÓN LUIS VALCÁRCEL SISO,
Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de la Región de Murcia» número 135, 
de 14 de junio de 2004) 

 14342 LEY 3/2004, de 27 de mayo, de modificación de 
la Ley 6/2003, de 12 de noviembre, de los Con-
sejos Reguladores.

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA
 DE LA REGIÓN DE MURCIA

Sea notorio a todos los ciudadanos de la Región de Mur-
cia, que la Asamblea Regional ha aprobado la Ley 3/2004,

de 27 de mayo, de modificación de la Ley 6/2003, de 12 de 
noviembre, de los Consejos Reguladores.

Por consiguiente, al amparo del artículo 30. Dos, del 
Estatuto de Autonomía, en nombre del Rey, promulgo y 
ordeno la publicación de la siguiente Ley:

La Ley 6/2003, de 12 de noviembre, de los Consejos 
Reguladores, faculta en su disposición adicional al Conse-
jero de Agricultura, Agua y Medio Ambiente para realizar 
las adaptaciones de la normativa vigente, tanto para la 
creación de los futuros consejos y de los órganos de ges-
tión como para la aprobación de los reglamentos.

La presente ley introduce una modificación con el pro-
pósito de unificar el rango normativo de los futuros con-
sejos y órganos de gestión con los ya existentes.

Artículo 1. Modificación a la Ley 6/2003, de 12 de 
noviembre, de los Consejos Reguladores.

La disposición adicional de la Ley 6/2003, de 12 de 
noviembre, de los Consejos Reguladores, quedará redac-
tada de la siguiente forma:

«Disposición adicional.
Se faculta al Consejero de Agricultura, Agua y 

Medio Ambiente para realizar las adaptaciones 
necesarias a la normativa vigente y para la creación, 
previa comunicación a la Asamblea Regional, de los 
futuros consejos y de los órganos de gestión, así 
como para la aprobación de sus reglamentos.»

Por tanto, ordeno a todos los ciudadanos a los que sea 
de aplicación esta Ley, que la cumplan y a los Tribunales y 
Autoridades que corresponda que la hagan cumplir.

Murcia, 27 de mayo de 2004.

RAMÓN LUIS VALCÁRCEL SISO,
Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de la Región de Murcia» número 135, 
de 14 de junio de 2004) 

 14343 LEY 4/2004, de 22 de octubre, de asistencia 
jurídica de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia.

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA REGIÓN 
DE MURCIA

Sea notorio a todos los ciudadanos de la Región 
de Murcia, que la Asamblea Regional ha aprobado 
la Ley 4/2004, de 22 de octubre, de Asistencia Jurídica 
de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

Por consiguiente, al amparo del artículo 30. Dos, del 
Estatuto de Autonomía, en nombre del Rey, promulgo y 
ordeno la publicación de la siguiente Ley:

PREÁMBULO

El sometimiento de la Administración Pública tanto en 
su organización como en su actuación a la Ley constituye 
una de las bases sustentadoras del Estado de Derecho, de 
acuerdo con lo establecido por los artículos 1, 9 y 103 de 
la Constitución Española. En el ámbito autonómico, este 
principio de legalidad es corroborado por los artículos 51 
del Estatuto de Autonomía para la Región de Murcia y 44 
de la Ley 1/1988, de 7 de enero, del Presidente, del Con-
sejo de Gobierno y de la Administración de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia.
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Como consecuencia de la sujeción de la Administra-
ción Autonómica a la Ley y al Derecho, se plantea el 
sometimiento de sus actos y disposiciones al control de 
los diversos órganos previstos por el Ordenamiento Jurí-
dico (singularmente, el Tribunal Constitucional, la Jurisdic-
ción Contencioso-Administrativa y el Tribunal de Cuentas).

Al mismo tiempo, es necesario arbitrar los medios de 
defensa de los derechos de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia ante otros poderes y en las relaciones con 
los ciudadanos, a fin de que el interés público que aquélla 
representa resulte también garantizado y respetado.

Es por ello que revisten singular importancia las 
funciones de asesoramiento jurídico y representación 
y defensa en juicio de la Administración Regional, por 
cuanto que, a través del ejercicio de las mismas, se 
garantiza, de una parte, el respeto a las exigencias de 
la legalidad y, de otra, la defensa de los derechos e 
intereses públicos que representa la Administración 
Pública.

La Ley 2/1985, de 1 de julio, de comparecencia en jui-
cio de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, 
encomendó la representación y defensa en juicio de la 
Administración Regional ante toda clase de jurisdicciones 
a la entonces denominada Dirección Regional de lo Con-
tencioso y de la Asesoría Jurídica y, dentro de ésta, a los 
funcionarios letrados que estuvieran adscritos a la misma, 
o a los que se habilitara expresamente para actuaciones 
concretas.

Por otra parte, un hito trascendental en la estructura-
ción orgánica del asesoramiento en Derecho de la Comu-
nidad Autónoma ha sido la creación por Ley 2/1997, de 19 
de mayo, del Consejo Jurídico de la Región de Murcia, 
como órgano superior consultivo en materia de gobierno 
y de administración, encargado de velar por la observan-
cia de la Constitución, el Estatuto de Autonomía y el resto 
del Ordenamiento Jurídico.

El Consejo Jurídico de la Región de Murcia constituye 
una institución de interés autonómico cuyas característi-
cas de autonomía y no integración en la Administración 
Regional le permiten alcanzar unos objetivos que no 
podían ser conseguidos mediante los órganos consulti-
vos internos, culminando de esta forma el esquema orga-
nizativo de la función consultiva en el ámbito de la Comu-
nidad Autónoma.

En la actualidad el Decreto 53/2001, de 15 de junio, 
por el que se establece la estructura orgánica de la Con-
sejería de Presidencia, afirma que corresponden a la 
Dirección de los Servicios Jurídicos las funciones de 
representación y defensa en juicio de la Administración 
Pública de la Región de Murcia, incluidos sus Organis-
mos Autónomos, ante toda clase de jurisdicciones, así 
como el asesoramiento jurídico superior del Consejo de 
Gobierno, Consejerías y Organismos Autónomos de la 
Administración Regional, sin perjuicio de las funciones 
que correspondan al Consejo Jurídico de la Región de 
Murcia, siendo ejercidas tales funciones directamente 
por los letrados adscritos a la Dirección de los Servicios 
Jurídicos.

Por otra parte, la existencia de Servicios Jurídicos en 
las distintas Consejerías, con atribuciones de informe y 
asesoramiento en Derecho sobre materias tasadas, así 
como de tramitación y propuesta de resolución de deter-
minadas reclamaciones y recursos, se articula con las 
competencias de la Dirección de los Servicios Jurídicos 
mediante el carácter superior atribuido al asesoramiento 
jurídico realizado por ésta, lo que determina que, una vez 
emitido el dictamen de la Dirección sobre la cuestión 
objeto de consulta, no pueda informar en Derecho más 
que el Consejo Jurídico.

En definitiva, la Dirección de los Servicios Jurídicos y 
el Consejo Jurídico de la Región de Murcia constituyen 
las únicas instancias (interna la primera y externa la 
segunda) que prestan un asesoramiento jurídico integral 

a toda la Administración Pública Regional, el cual no se 
limita a sectores determinados de la actuación adminis-
trativa de cada Departamento, sino que comprende, por 
definición, todo el ámbito competencial de la Comunidad 
Autónoma.

Sin embargo, esta estructuración orgánica no había 
estado acompañada de la correspondiente reorganización 
funcionarial que estableciera la existencia de un cuerpo 
especializado para el desempeño de una actividad que, 
por su complejidad y responsabilidad, requiere estar en 
posesión de unas aptitudes específicas. Esta carencia fue 
solventada por la Ley 11/1998, de 28 de diciembre, de 
medidas financieras, administrativas y de función pública 
regional, la cual modificó la Ley 3/1986, de 19 de marzo, de 
la Función Pública de la Región de Murcia, y la Ley 4/1987, 
de 27 de abril, de Ordenación de Cuerpos y Escalas de la 
Administración Regional, creando el Cuerpo de Letrados 
de la Región de Murcia, que desempeñará las funciones de 
asesoramiento jurídico al Consejo de Gobierno, a la Admi-
nistración Pública de la Región de Murcia, a los organis-
mos autónomos de ella dependientes, a las entidades de 
derecho público y a los consorcios en que participe la 
Administración Regional en virtud de la suscripción de los 
correspondientes convenios; asimismo, le corresponderá 
la representación y defensa en juicio de la Administración 
Regional, incluidos sus organismos y entes de ella depen-
dientes.

Llegados a este punto es evidente que el tiempo trans-
currido desde la promulgación de la Ley 2/1985, así como 
los cambios operados en el ordenamiento jurídico auto-
nómico, tanto en los aspectos organizativos como en los 
competenciales, han dado lugar a un escenario de una 
complejidad muy superior a la contemplada por la Ley 2/1985. 
En efecto, de una parte, la Administración Regional ha creci-
do en extensión y en diversificación de sus estructuras orgáni-
cas, lo que ha incrementado lógicamente las peticiones de 
asesoramiento. Por otro lado, las competencias transferidas en 
fechas recientes han elevado del mismo modo, considerable-
mente, la conflictividad jurídica de la Administración Pública 
Regional. Por ello, resulta necesario establecer, de una 
forma integrada y mediante una norma con rango de ley, 
la regulación de la asistencia jurídica de la Administración 
Regional, a fin de clarificar y dotar de unidad a su régimen 
jurídico.

Con ello se pretende alcanzar un doble objetivo con-
sistente, por una parte, en lograr una mayor agilidad y 
eficacia en la actuación evitando posibles e innecesarias 
duplicidades de competencias asesoras con el Consejo 
Jurídico de la Región de Murcia y, por otra parte, poten-
ciar la función de asesoramiento al Consejo de Gobierno, 
a la vez que se profundiza en la naturaleza técnica de una 
tarea que, por su trascendencia, debe estar al margen de 
cualquier circunstancia ajena a lo estrictamente profesional.

A este objeto se dirige el presente texto normativo 
que, al igual que han hecho ya otras Comunidades Autó-
nomas o el propio Estado, a través de la Ley 52/1997, de 
Asistencia Jurídica al mismo, pretende regular, en ejerci-
cio de la potestad de autoorganización reconocida en los 
artículos 10.Uno.1 y 51 del Estatuto de Autonomía de la 
Región de Murcia, la organización y el funcionamiento de 
los servicios jurídicos de la Región de Murcia.

A tal efecto, la Ley se estructura en cuatro capítulos 
divididos en doce artículos, a lo largo de los cuales se 
regulan las funciones consultiva y contenciosa y su ejer-
cicio, el régimen de los Letrados que ejercen dichas fun-
ciones y la articulación de los principios de unidad de 
doctrina, jerarquía y colaboración, en aras de conseguir 
la mayor eficacia en el desarrollo de aquellas funciones.
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CAPÍTULO I

Funciones

Artículo 1. Asesoramiento jurídico y representación y 
defensa en juicio de la Administración Regional.

1. El superior asesoramiento jurídico y la representa-
ción y defensa en juicio del Presidente, del Consejo de 
Gobierno y de la Administración Pública de la Región de 
Murcia y de sus organismos autónomos ante toda clase 
de juzgados y tribunales, corresponde a los Letrados de la 
Comunidad Autónoma adscritos a la Dirección de los Ser-
vicios Jurídicos, sin perjuicio de lo establecido en los 
artículos 3 y 4 de esta Ley.

2. En casos excepcionales, previo informe del Direc-
tor de los Servicios Jurídicos, el Consejo de Gobierno 
podrá acordar que la representación y defensa en juicio 
sean asumidas por un Abogado en ejercicio, o confiar a 
éste únicamente la defensa y la representación en juicio a 
un Procurador.

Con carácter previo a la preparación de contratos que 
tengan por objeto el asesoramiento jurídico externo, el 
órgano de contratación solicitará informe sobre la proce-
dencia de dicho contrato a la Dirección de los Servicios 
Jurídicos, que lo emitirá en el plazo de cinco días.

Artículo 2. Otras funciones.

1. Los Letrados de la Comunidad Autónoma adscri-
tos a la Dirección de los Servicios Jurídicos podrán asu-
mir la representación y defensa en juicio de las empresas 
públicas regionales, así como de los consorcios y funda-
ciones en los que participe la Comunidad Autónoma, 
mediante la suscripción del oportuno convenio al efecto, 
en el que se determinará la compensación económica a 
abonar a la Hacienda de la Región de Murcia.

2. A propuesta del titular de la Consejería correspon-
diente, el Consejo de Gobierno en el caso de Altos Cargos, 
y el Director de los Servicios Jurídicos en el caso de fun-
cionarios o empleados de la Comunidad Autónoma, sus 
organismos e instituciones, podrán autorizar que los 
letrados de la Comunidad Autónoma asuman la represen-
tación y defensa en juicio de aquéllos en procedimientos 
judiciales que se sigan por razón de actos u omisiones 
relacionados directa e inmediatamente con el ejercicio de 
sus respectivas funciones, siempre que no exista contradic-
ción de intereses con los de la Administración Regional.

Artículo 3. Asesoramiento jurídico-administrativo depar-
tamental.

El asesoramiento jurídico-administrativo de las distin-
tas Consejerías y Organismos Autónomos de la Adminis-
tración Regional, en las materias propias de su competen-
cia, será prestado por las correspondientes unidades de 
naturaleza administrativa, con arreglo a lo dispuesto en 
los respectivos Decretos de estructura orgánica.

CAPÍTULO II

Organización

Artículo 4. La Dirección de los Servicios Jurídicos.

1. La Dirección de los Servicios Jurídicos de la 
Región de Murcia es el centro superior de asesoramiento 
jurídico de la Administración Regional y de sus organis-
mos autónomos, sin perjuicio de las competencias confe-
ridas por la legislación vigente a otros órganos, en parti-
cular a las Secretarías Generales, y de las especiales 
funciones atribuidas al Consejo Jurídico de la Región de 
Murcia.

2. La Dirección de los Servicios Jurídicos es igual-
mente el centro superior directivo de los asuntos conten-
ciosos en los que sea parte la propia Administración 
Regional o sus organismos autónomos.

3. Todos los Letrados adscritos a la Dirección de los 
Servicios Jurídicos dependerán orgánica y funcional-
mente de la misma, sin perjuicio del destino donde reali-
cen sus funciones.

4. El Director de los Servicios Jurídicos de la Región 
de Murcia será nombrado y separado mediante Decreto 
del Consejo de Gobierno, entre juristas de reconocida 
competencia. Durante el ejercicio de su mandato podrá 
ejercer las funciones de Letrado de la Región de Murcia.

5. Si las necesidades del servicio lo requieren, en 
casos excepcionales, el Director de los Servicios Jurídicos 
podrá habilitar a funcionarios del Cuerpo Superior de 
Administradores, Licenciados en Derecho para desempe-
ñar funciones de representación y defensa en juicio, sin 
ocupar puesto de Letrado. Dichos funcionarios deberán 
actuar de acuerdo con las directrices del Director de los 
Servicios Jurídicos. La habilitación se extinguirá, si antes 
no es revocada, en el plazo de un año, sin perjuicio de su 
renovación expresa, si persisten las mismas circunstancias.

6. El Director de los Servicios Jurídicos también 
podrá habilitar a otros funcionarios de la Administración 
Regional para que presenten documentación y reciban 
comunicaciones en los juzgados y tribunales.

Artículo 5. Los letrados.

1. Los Letrados de la Comunidad Autónoma ocupa-
rán puestos clasificados en la Relación de Puestos de Tra-
bajo Adscritos, con carácter exclusivo, al Cuerpo de Letra-
dos de la Región de Murcia.

2. Por el hecho de su nombramiento y toma de pose-
sión, los Letrados de la Comunidad Autónoma quedan 
habilitados para el ejercicio de todas las funciones y para el 
desempeño de todos los servicios propios de su destino.

3. La representación y defensa en juicio de la Admi-
nistración Regional por los Letrados de la Comunidad 
Autónoma integrados en la Dirección de los Servicios 
Jurídicos tendrá carácter institucional y no personal, y por 
ello podrán intervenir diferentes Letrados en relación con 
el mismo asunto, sin necesidad de habilitación especial ni 
acto alguno de apoderamiento, en función de la distribu-
ción de tareas entre los Letrados de la Dirección de los 
Servicios Jurídicos de la Comunidad.

4. Los Letrados de la Comunidad Autónoma deben 
desarrollar sus funciones en régimen de dedicación 
exclusiva, con incompatibilidad respecto de cualquier 
otra actividad profesional. En ningún caso pueden defen-
der intereses ajenos contra los de la Administración 
Regional, ni prestar servicios o estar asociados en despa-
chos profesionales. De este régimen se exceptúan única-
mente las actividades públicas compatibles, la adminis-
tración del patrimonio personal o familiar, las actividades 
culturales o científicas no habituales y la docencia, en los 
términos de la legislación estatal en materia de incompa-
tibilidades de la Función Pública.

5. En ejercicio de la potestad autoorganizativa de la 
Administración Regional, la Dirección de los Servicios 
Jurídicos podrá diversificar su estructura en unidades 
administrativas especializadas en sus diversos cometi-
dos. Sin perjuicio de ello, todos los puestos de Letrado de 
la Dirección de los Servicios Jurídicos tendrán atribuidos 
en la Relación de Puestos de Trabajo idénticos comple-
mentos de destino y específico.

Artículo 6. El Consejo de Letrados.

1. El Consejo de Letrados constituye un órgano cole-
giado de apoyo al Director de los Servicios Jurídicos, 
cuya organización y funcionamiento se regirán por lo dis-
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puesto en los artículos 22 a 27 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

2. El Consejo de Letrados estará compuesto por el 
Director de los Servicios Jurídicos, al que corresponderá 
su presidencia, y los Letrados de la Comunidad Autónoma 
adscritos a la citada Dirección, en situación de servicio 
activo.

3. Son funciones del Consejo de Letrados las siguientes:
a) La emisión de informe no vinculante, si así lo soli-

citase el Director de los Servicios Jurídicos, con carácter 
previo a la adopción de las decisiones más relevantes 
para el funcionamiento interno de la Dirección de los Ser-
vicios Jurídicos.

b) La asistencia y apoyo funcional al Director, a 
requerimiento de éste, en asuntos que considere de parti-
cular relevancia o que comporten nuevos criterios y direc-
trices de actuación de la Dirección.

CAPÍTULO III

Actuación

Artículo 7. Ejercicio de la función consultiva.

1. Corresponde a la Dirección de los Servicios Jurídi-
cos emitir dictamen fundado en Derecho, con carácter 
preceptivo, en los siguientes asuntos:

a) Requerimientos suscitados por la Comunidad 
Autónoma al Estado o a otra Comunidad Autónoma en 
forma previa a la sustanciación de conflictos de compe-
tencias ante el Tribunal Constitucional, así como contesta-
ciones a requerimientos de incompetencia planteados a 
la Administración Regional.

b) Conflictos jurisdiccionales y de competencia que 
afecten a órganos de la Administración Regional.

c) Requerimientos previos a la impugnación de 
actos de las Entidades Locales, conforme al artículo 65 de 
la Ley de Bases de Régimen Local.

d) Propuestas dirigidas al órgano competente para 
el ejercicio o desistimiento de acciones jurisdiccionales 
por parte de la Administración Regional, o para el allana-
miento de la misma.

e) Proyectos de Decretos Legislativos del Consejo de 
Gobierno.

f) Proyectos de disposiciones generales competen-
cia del Consejo de Gobierno.

g) Expedientes de interpretación, modificación y 
resolución de contratos administrativos, cuando corres-
ponda al Consejo de Gobierno la autorización o resolu-
ción del expediente.

h) Proyectos de Convenios a celebrar con otras 
Comunidades Autónomas.

i) Estatutos de Consorcios o Sociedades Mercantiles 
en las que esté prevista la participación de la Administra-
ción Regional.

j) Propuestas de resolución de recursos cuando ésta 
corresponda al Consejo de Gobierno.

k) Recursos administrativos extraordinarios de revi-
sión.

l) Expedientes de revisión de oficio de actos o dispo-
siciones nulos.

m) Expedientes de declaración de lesividad de actos 
anulables.

n) Reclamaciones previas a la vía civil.
ñ) Reparos formulados por la Intervención General 

cuya resolución corresponda al Consejo de Gobierno.
o) Los demás supuestos en que una Ley Regional así 

lo establezca.

p) En los casos en los que, por aplicación supletoria 
de normativa estatal, se requiera el informe del Servicio 
Jurídico del Estado.

2. Corresponde a los miembros del Cuerpo de Letra-
dos de la Comunidad de Murcia adscritos a la Dirección 
de los Servicios Jurídicos, participar en órganos colegia-
dos cuando sean designados para formar parte del mismo 
previa autorización del Director o cuando así esté previsto 
por otras disposiciones.

3. El Presidente, el Consejo de Gobierno y los Conse-
jeros podrán efectuar consulta a la Dirección de los Servi-
cios Jurídicos sobre cualquier cuestión jurídica relacio-
nada con los asuntos de su competencia, precisando los 
puntos que deban ser objeto de asesoramiento y previo 
informe del órgano administrativo de asesoramiento de 
la Secretaría General correspondiente.

Artículo 8. Características de los dictámenes.

1. Los dictámenes de la Dirección de los Servicios 
Jurídicos no son vinculantes, salvo que alguna disposi-
ción legal así lo establezca. Su carácter es técnico-jurídico, 
fundamentándose el mismo en la adecuación a la Consti-
tución, al Estatuto de Autonomía y al resto del Ordena-
miento Jurídico.

2. Sobre los asuntos en los que hubiere dictaminado 
la Dirección de los Servicios Jurídicos no podrá emitirse 
informe por ningún otro órgano de la Administración 
Regional, con la excepción del Consejo Jurídico de la 
Región de Murcia.

Artículo 9. Ejercicio de la función contenciosa.

Como regla general, las actuaciones de representa-
ción y defensa en juicio corresponderán a los Letrados 
de la Comunidad Autónoma, si bien el Director de los 
Servicios Jurídicos podrá avocar para sí esta función 
cuando la índole del asunto lo haga conveniente y sin 
perjuicio de lo establecido en los artículos 1.2 y 4.5 de 
esta Ley.

CAPÍTULO IV

Principios de unidad de doctrina, jerarquía 
y colaboración

Artículo 10. Unidad de doctrina y jerarquía. Instruccio-
nes y autorizaciones.

El ejercicio de las funciones consultiva o de aseso-
ramiento jurídico y contenciosa, reguladas en la pre-
sente Ley, estará sometido a los principios de unidad 
de doctrina y jerarquía. En consecuencia, corresponde 
al Director de los Servicios Jurídicos la dirección, 
coordinación e inspección técnico-jurídica de los ser-
vicios encomendados a los Letrados de la Comunidad 
Autónoma, así como la formulación de los criterios de 
interpretación y aplicación de las normas a los que se 
habrá de ajustar la actividad consultiva y de asesora-
miento jurídico-administrativo de los Servicios Jurídi-
cos de las distintas Consejerías, a través de mecanis-
mos tales como las instrucciones, autorizaciones y 
habilitaciones que se determinan en esta Ley, así 
como en las normas que la desarrollen reglamentaria-
mente.

Artículo 11. Ejercicio de acciones.

1. El ejercicio de acciones, desistimiento o allana-
miento en nombre de la Administración Regional y de sus 
organismos autónomos requerirá el informe previo de la 
Dirección de los Servicios Jurídicos. Este informe será, en 
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su caso, previo a la declaración de lesividad, cuando ésta 
sea preceptiva.

Por razones de urgencia, el Director de los Servicios 
Jurídicos podrá autorizar el ejercicio de acciones judicia-
les, poniéndolo inmediatamente en conocimiento del 
órgano legitimado para su ejercicio, que resolverá lo que 
proceda.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior será aplicable 
al ejercicio de las acciones civiles y penales, en concepto 
de acusador particular, en las causas criminales por deli-
tos o faltas que puedan perjudicar a la Comunidad Autó-
noma.

Artículo 12. Colaboración interorgánica.

1. Todos los órganos de la Administración Regional y 
de sus organismos autónomos y entidades dependientes 
de la misma a los que la Dirección de los Servicios Jurídi-
cos se lo solicite, y, en particular, los órganos interesados 
en los procesos, deberán prestar, con carácter de servicio 
preferente, la colaboración precisa para la mejor defensa 
de los intereses en litigio.

2. Todos los órganos de la Administración Regional y 
de sus organismos autónomos y entidades dependientes 
deberán remitir a la Dirección de los Servicios Jurídicos 
con la mayor celeridad posible, cualquier comunicación 
recibida de órganos jurisdiccionales.

Disposición adicional primera. Régimen de notificacio-
nes.

Se estará a lo dispuesto en la legislación estatal res-
pecto del régimen de notificaciones, citaciones, emplaza-
mientos y demás actos de comunicación procesal, la 
exención de depósitos y cauciones, tasación de costas, 
suspensión del curso de los autos y fuero territorial de los 
entes públicos.

En particular, en los procesos en que sea parte, o pue-
dan ostentar un interés que justifiquen su personación, la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, sus orga-
nismos y entidades, las notificaciones, citaciones y demás 
actos de comunicación deberán remitirse directamente a 
la sede oficial de la Dirección de los Servicios Jurídicos de 
la Comunidad de Murcia, salvo en los casos en que se 
haya designado un Abogado o Procurador colegiado para 
el ejercicio de la representación en juicio.

Disposición adicional segunda. Representación y defensa 
en juicio de la Asamblea Regional.

La representación y defensa en juicio de la Asamblea 
Regional de Murcia ante toda clase de jurisdicciones y 
ante el Tribunal Constitucional en toda clase de procesos 
será ejercida por los Letrados de la Cámara o por los que 
expresamente se habiliten, sin perjuicio de la previsión 
establecida en el artículo 82.1 de la Ley Orgánica 2/1979, 
de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional.

Disposición adicional tercera. Modificación orgánica.

En caso de que se alterara la ubicación orgánica, 
rango o denominación de la Dirección de los Servicios 
Jurídicos, las referencias de esta Ley a la misma o a sus 
diferentes órganos a los que afecta se entenderán hechos 
a los órganos que los sustituyan.

Disposición adicional cuarta. Unidad de doctrina.

El Consejo de Gobierno adoptará las medidas necesa-
rias para hacer efectivo el principio de unidad de doctrina 
en el ámbito de la asistencia jurídica en la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, sus organismos autó-
nomos y demás entes públicos regionales.

Disposición adicional quinta. Modificación de la disposi-
ción adicional quinta del Decreto Legislativo 1/2000, de 
15 de diciembre, por el que se aprueba el texto refun-
dido de la Ley de Ordenación de Cuerpos y Escalas de 
la Administración Pública de la Región de Murcia.

Se modifica la Disposición Adicional Quinta del 
Decreto Legislativo 1/2000, de 15 de diciembre, por el que 
se aprueba el texto refundido de la Ley de Ordenación de 
Cuerpos y Escalas de la Administración Pública de la 
Región de Murcia, cuyo epígrafe pasa a ser «Cuerpo de 
Letrados de la Región de Murcia. Normas de acceso y de 
integración», añadiendo a sus apartados 1 y 2, los siguien-
tes de nueva redacción:

«3. Los funcionarios de carrera del Cuerpo Superior 
de Administradores de esta Comunidad Autónoma que a 
la fecha de entrada en vigor de la presente ley sean titula-
res, con carácter definitivo, de un puesto de Letrado en 
la Dirección de los Servicios Jurídicos o en el Consejo 
Jurídico de la Región de Murcia, podrán solicitar su inte-
gración en el Cuerpo de Letrados de la Región de Murcia.

4. La Consejería de Hacienda podrá integrar en el 
Cuerpo de Letrados de la Región de Murcia, cuando las 
necesidades de plantilla de la Dirección de los Servicios 
Jurídicos así lo requiera y a propuesta de ésta, por el pro-
cedimiento que reglamentariamente se establezca y de 
acuerdo con los criterios que se elaboren por la Mesa 
Regional de la Función Pública, a los funcionarios de 
carrera del Cuerpo Superior de Administradores de la 
Región de Murcia, Licenciados en Derecho que, a la 
entrada en vigor de esta Ley, sean titulares con carácter 
definitivo por un tiempo igual o superior a cinco años, de 
un puesto de trabajo con complemento de destino igual o 
superior a 28, que tengan atribuidas funciones de aseso-
ramiento jurídico en materia de recursos administrativos 
en centros directivos que ejerzan competencias de coordi-
nación horizontal, en las Jefaturas de Servicio Jurídico de 
las Secretarías Generales de las distintas Consejerías y 
Organismos Autónomos de la Administración Regional, y 
que además cumplan todos los requisitos de acceso al 
Cuerpo de Letrados.

5. La solicitud de integración se dirigirá a la Conseje-
ría de Hacienda en el plazo de un mes desde la entrada en 
vigor de la presente Ley. El plazo de solicitud será impro-
rrogable y, en consecuencia, el personal que reuniendo 
los requisitos no presente la misma en el indicado plazo, 
se entenderá que renuncia a la integración en el Cuerpo 
de Letrados, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 47 
del Decreto Legislativo 1/2001, de 26 de enero, por el que 
se aprueba el Texto Refundido de la Ley de la Función 
Pública de la Región de Murcia.

6. La Consejería de Hacienda, previos los informes 
que considere oportunos, resolverá y notificará la opor-
tuna resolución en el plazo de un mes desde la presenta-
ción de las solicitudes. La falta de resolución expresa en el 
citado plazo tendrá carácter estimatorio.

7. La Orden de la Consejería determinará la integra-
ción en el Cuerpo de Letrados de la Región de Murcia de 
los funcionarios que cumplan los requisitos establecidos 
y así lo hayan solicitado. El personal funcionario de 
carrera integrado en el Cuerpo de Letrados de la Región 
de Murcia quedará en situación de excedencia voluntaria 
en el Cuerpo de procedencia.

8. El personal de nuevo ingreso en el Cuerpo de 
Letrados de la Región de Murcia podrá ser seleccionado 
mediante convocatoria pública y a través de los sistemas 
de oposición, o concurso-oposición entre funcionarios de 
carrera del Cuerpo Superior de Administradores, licencia-
dos en Derecho, y del Cuerpo de Letrados de la Asamblea 
Regional, con arreglo a lo establecido en el Decreto Legis-
lativo 1/2001, de 26 de enero, por el que se aprueba 
el Texto Refundido de la Ley de Función Pública de la 
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Región de Murcia, sin perjuicio de lo dispuesto en los 
apartados 1 y 2 de esta disposición adicional.

9. El personal integrado en la Administración pública 
de la Región de Murcia en virtud del Real Decreto 1.474/2001, 
de 27 de diciembre, sobre traspaso a la Comunidad Autó-
noma de la Región de Murcia de las funciones y servicios del 
Instituto Nacional de Salud, que a la entrada en vigor de la 
presente Ley se encuentre realizando funciones de repre-
sentación y defensa en juicio del Servicio Murciano de 
Salud, podrá solicitar su integración en el Cuerpo de 
Letrados de la Región de Murcia, conforme a lo estable-
cido en los apartados 5, 6 y 7 de la presente disposición, 
en el plazo de un mes desde que haya accedido con carác-
ter definitivo a un puesto de letrado de la Dirección de los 
Servicios Jurídicos».

Disposición adicional sexta.–Adaptaciones presupuesta-
rias.

Por la Consejería de Hacienda se realizarán las modifi-
caciones presupuestarias y orgánicas, transferencias y 
habilitaciones de créditos, que sean precisas para el cum-
plimiento de lo previsto en esta Ley.

Disposición derogatoria.

Queda derogada la Ley 2/1985, de 1 de julio, de com-
parecencia en juicio de la Comunidad Autónoma, así 
como cuantas disposiciones de igual o inferior rango se 
opongan a lo dispuesto en esta Ley.

Disposición final primera. Desarrollo reglamentario.

El Consejo de Gobierno aprobará, en el plazo de un 
año, las normas reglamentarias de ejecución y desarrollo 
de la presente Ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

Esta Ley entrará en vigor el día siguiente al de su 
publicación en el Boletín Oficial de la Región de Murcia.

Por tanto, ordeno a todos los ciudadanos a los que sea 
de aplicación esta Ley, que la cumplan y a los Tribunales y 
Autoridades que corresponda que la hagan cumplir.

Murcia, 22 de octubre de 2004.

                RAMÓN LUIS VALCÁRCEL SISO,

                     Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de la Región de Murcia» número 261, 
de 10 de noviembre de 2004) 

 14344 LEY 5/2004, de 22 de octubre, del voluntariado 
en la Región de Murcia.

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA REGIÓN
 DE MURCIA

Sea notorio a todos los ciudadanos de la Región 
de Murcia, que la Asamblea Regional ha aprobado la 
Ley 5/2004, de 22 de octubre, del Voluntariado en la 
Región de Murcia.

Por consiguiente, al amparo del artículo 30. Dos, del 
Estatuto de Autonomía, en nombre del Rey, promulgo y 
ordeno la publicación de la siguiente Ley:

PREÁMBULO

I

El voluntariado en los últimos años ha experimentado 
un notable crecimiento y ha cobrado especial relevancia 

en la evolución de una sociedad democrática y a favor de 
un desarrollo sostenible, pues promueve la justicia social 
complementando la acción de la Administración pública 
para ofrecer un mejor servicio a la sociedad.

La acción voluntaria en la Región de Murcia supone la 
participación activa de los ciudadanos en iniciativas y 
proyectos de carácter predominantemente social y huma-
nitario. Los voluntarios aportan sus conocimientos, sus 
capacidades, su compromiso y sus emociones, así como 
su tiempo libre. El trabajo voluntario se convierte, de esta 
manera, en una valiosa contribución al desarrollo econó-
mico y social de la Región de Murcia a la vez que consti-
tuye una forma importante de participación de los volun-
tarios en el mismo.

Esta contribución desinteresada se corresponde con 
la conveniencia de que se reconozca el trabajo voluntario. 
Ello implica la necesidad de que exista un marco legal 
apropiado que regule la acción voluntaria observando un 
equilibrio adecuado entre flexibilidad y responsabilidad, 
de modo que las normas no se conviertan en obstáculo al 
importante esfuerzo no remunerado de los voluntarios y 
al tiempo garanticen que éstos realicen sus tareas de 
forma responsable.

II

El movimiento voluntario se ha intensificado desde la 
segunda mitad del pasado siglo, de modo que su impor-
tancia ha sido reconocida nacional e internacionalmente y 
desde las diferentes estructuras políticas se ha instado a 
eliminar los obstáculos legales y administrativos para el 
voluntariado.

La Resolución de la Asamblea General de Naciones 
Unidas número 52/17, de 20 de noviembre de 1997, que 
proclamó el año 2001 «Año Internacional de los Volunta-
rios» supuso un reconocimiento e impulso del trabajo 
voluntario del que la comunidad internacional se hizo eco.

La Unión Europea, en su Declaración número 38 sobre 
las actividades de voluntariado, anexa al Acta final del 
Tratado de Amsterdam, reconoce la importante contribu-
ción de las actividades de voluntariado para desarrollar la 
solidaridad social y, en la Resolución del Consejo de 14 de 
febrero de 2000, sobre el valor añadido del voluntariado 
juvenil en el marco del desarrollo de la acción comunita-
ria en materia de juventud, insta a la Comisión y los Esta-
dos Miembros a reforzar y seguir desarrollando el papel 
del voluntariado, inspirándose en los objetivos estratégi-
cos formulados por las Naciones Unidas en el Año Inter-
nacional de los Voluntarios.

A su vez, la Constitución española en su artículo 9.2 
establece la obligación de los poderes públicos de promo-
ver las condiciones para que la libertad e igualdad del 
individuo y de los grupos en que se integra sean reales y 
efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificul-
ten su plenitud y facilitar la participación de todos los 
ciudadanos en la vida política, económica, cultural y 
social, como manifestación de la solidaridad ciudadana 
en beneficio de la comunidad.

Bajo el marco constitucional expresado y tomando 
como referencia los antecedentes establecidos en el Dere-
cho Internacional –principalmente, la Carta Social Euro-
pea, de 18 de octubre de 1961, ratificada por España el 29 
de abril de 1980, y la Declaración Universal sobre Volunta-
riado derivada del Congreso mundial celebrado en París 
en 1990–, se promulgó, a nivel estatal, la Ley 6/1996, de 15 
de enero, del Voluntariado, que reconocía la importancia 
de éste, limitándose a regular únicamente la actividad 
realizada a través de una organización pública o privada, 
y estableciendo medidas que contribuyeran al fomento 
del mismo.

Por su parte, varias comunidades autónomas han 
venido aprobando su propia normativa para regular el 
voluntariado en el ámbito de sus competencias.


